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BUENOS AIRES, 11 FEBRERO 2004.- 

 

AL HONORABLE CONGRESO DE LA NACION: 

 

Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Honorabilidad con el objeto de someter a su consideración 

un proyecto de "Ley de Ordenamiento Laboral", por medio del cual se propicia la derogación de la 

Ley Nº 25.250 y la sanción de un nuevo texto que da tratamiento a cuestiones relacionadas con el 

derecho individual del trabajo, la promoción del empleo, el derecho colectivo y la administración 

del trabajo. 

La decisión de promover la sanción del adjunto proyecto se funda en la circunstancia, de público 

conocimiento, de que se ha instalado en la sociedad un fuerte estado de sospecha sobre los medios y 

mecanismos utilizados para lograr la sanción de la Ley Nº 25.250, el que debe ser rápidamente 

superado. 

 

No es posible mantener vigente una norma cuya legitimidad se encuentra cuestionada por la 

mayoría de los argentinos, ni es posible diferir una decisión sobre el particular a la culminación de 

la causa penal que se ha iniciado con motivo de las denuncias formuladas. 

 

En favor de una rápida derogación de la ley aún vigente y la sanción de un nuevo cuerpo normativo 

y a los imperativos éticos deben agregarse insoslayables razones de seguridad jurídica. En efecto, si 

con motivo de las denuncias que tramitan en sede judicial, los tribunales de justicia declarasen, ante 

demandas formuladas por particulares, la nulidad de la Ley Nº 25.250, ellogar a una situación de 

grave incertidumbre, tanto sobre las normas aplicables en sustitución del texto dejado sin efecto, 

como sobre la validez de los actos jurídicos perfeccionados bajo el imperio de esa norma, toda vez 

que la declaración de nulidad invalidaría al texto legal desde la misma fecha de su vigencia.  Debe 

considerarse, adicionalmente, que si bien los factores enunciados obligan a establecer un nuevo 

marco normativo que sustituya a la cuestionada ley, no facilitan -por la misma celeridad con que el 

tema debe ser resuelto- el amplio debate que la sanción de una norma de tan vasto alcance amerita. 

De allí, que sea aconsejable, en las actuales circunstancias, proceder sólo a un ordenamiento de los 

institutos del Derecho del Trabajo que se encuentran afectados, difiriendo para otra oportunidad una 

más extensa y profunda discusión de ideas sobre cuestiones que, habitualmente, son objeto de las 

más diversas visiones doctrinarias y de fuertes confrontaciones en el campo de los intereses 

particulares y colectivos. 

 

Desde su sanción, la Ley Nº 25.250 provocó una fuerte controversia sobre ciertos temas principales 

que es oportuno recordar: extensión del período de prueba; reducción general de contribuciones 

patronales; caída de la ultraactividad legal; y preeminencia del convenio de ámbito menor por sobre 

el convenio de ámbito mayor. Esas son, en consecuencia, las cuestiones cuyo tratamiento legislativo 

se ha estimado impostergable, sin perjuicio de regular también algunas otras de 

menor incidencia inmediata sobre la realidad laboral, que si bien no han sido controvertidas, 

guardan conexión. Partiendo  de esa premisa, se avanzó en la tarea de definir los criterios más 



equilibrados aplicables a la elaboración del proyecto de ley y se evaluó la conveniencia de eliminar 

o mantener algunos de los principios legales instituidos por esa norma, con eventuales 

modificaciones; la conveniencia de restablecer normas anteriormente vigentes y que fueron 

derogadas por la ley de que se trata, siempre con eventuales modificaciones; y la de mejorar la 

sistemática de la ley, separando en distintos títulos la temática relativa al derecho individual y 

fomento del empleo, al derecho colectivo y a las cuestiones inherentes a la administración laboral. 

 

Desde una perspectiva axiológica, por último, se consideró que el sentido de la norma debía ser 

guiado por dos criterios  fundamentales: en primer lugar, propiciar aquellas soluciones que 

favorezcan la generación de empleo decente y, en segundo lugar, tomar partido por fórmulas legales 

que estimulen la negociación colectiva, la preeminencia de las normas más favorables al trabajador 

y la composición de los conflictos por acuerdos de partes. 

 

El proceso de elaboración de la norma que se somete a su consideración incluyó, como no puede ser 

de otra manera, la consulta a las organizaciones de empleadores y trabajadores y a especialistas de 

diversas orientaciones.  El proyecto contiene un Título Preliminar, que dispone la derogación de la 

Ley Nº 25.250 y cuatro títulos que se refieren a las materias que se detallan: el Título I, al Derecho 

Individual del Trabajo; el Título II, al Derecho Colectivo del Trabajo, el Título III a la 

Administración del Trabajo y el Titulo IV a las Disposiciones Finales. 

Seguidamente se exponen las consideraciones por las que, en cada caso, se optó por una 

determinada fórmula al tratar cada uno de los distintos institutos considerados por el Proyecto. 

 

Con motivo de la derogación de la Ley Nº 25.250 y sus normas reglamentarias dispuesta en su 

Título Preliminar, el  proyecto propiciado sustituye el texto de los artículos 92 bis, 231, 233 y 245 

de la Ley de Contrato de Trabajo, Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias; los artículos 1º, 2º, 3º, 

4º, 5º, 6º, 13, 14, 15 y 16 de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) y su  modificatoria; y los artículos 3º, 4º, 

5º, 6º y 7º, de la Ley Nº 23.546 y su modificatoria. A su vez, se incorporan cuatro nuevos Capítulos 

a la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988), que contienen los artículos 21 a 26, los que se incluyen a 

continuación de su actual Capítulo II. 

 

En el ámbito específico del "Derecho Individual del Trabajo", el Capítulo I, del Título I, regula el 

"período de prueba". 

 

Se ha estimado conveniente receptar la experiencia recogida durante su vigencia, la que puso de 

relieve la  desnaturalización de ese instituto en beneficio de condiciones precarias de contratación 

laboral, concluyéndose en la conveniencia de acotar su duración al plazo único de TRES (3) meses, 

sin perjuicio del cumplimiento de las restantes reglas particulares, a las que se agregan penalidades 

en casos de abuso y la obligación de preavisar la extinción del vínculo. 

 

En el Capitulo II del mismo Título, se ha regulado el instituto del preaviso y la indemnización por 

despido sin justa causa.  

 

Actualmente, los trabajadores que ingresaron con anterioridad a octubre de 1998, poseen un 

régimen distinto a aquellos que lo hicieron con posterioridad a dicha fecha, en virtud de lo dispuesto 



en la Ley Nº 25.013, que de tal modo genera una discriminación injustificada. Para los casos 

mencionados, el proyecto propone un régimen único, que se aplica a todos los 

trabajadores con independencia de la fecha de ingreso. 

 

Con respecto a los plazos establecidos para preavisar la ruptura del vínculo laboral, a partir de la 

modificación del artículo 231 de la Ley de Contrato de Trabajo, el trabajador deberá preavisar, en 

cualquier supuesto, con QUINCE (15) días de anticipación. Por su parte, el empleador que decida 

rescindir el contrato de trabajo, además del consabido deber de preavisar con UNO (1) o DOS (2) 

meses de anticipación cuando el trabajador posea una antigüedad inferior o superior a CINCO (5) 

años, también deberá hacerlo – en este caso con QUINCE (15) días de anticipación - al trabajador 

que se 

encontrare en periodo de prueba.  

 

En todos los supuestos, dichos plazos se computaran a partir del día siguiente al de la notificación 

del despido.  

 

Con respecto a la integración del mes de despido en el supuesto de omisión del preaviso, se ratifica 

la vigencia del instituto tal como fuera previsto en el artículo 233 de la Ley de Contrato de Trabajo, 

con excepción de los trabajadores que se encontraran en periodo de prueba. 

En cuanto a la indemnización por el despido sin justa causa, la reforma propone mantener el texto 

del artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo tal como fuera sancionado en la Ley Nº 24.013, 

ajustando su texto a fin de adecuarlo, en algunos casos, a criterios jurisprudenciales y a modalidades 

actuales de las relaciones laborales. 

Con relación al mínimo garantizado, por el último párrafo de citado artículo 245, la reforma 

propone fijarlo en un monto equitativo que equilibra la relación entre la antigüedad de los 

trabajadores y el quantum indemnizatorio. A tal efecto, en todos los supuestos se ha establecido la 

garantía mínima de un mes de sueldo como reparación en el caso de despido 

sin causa.  

 

El proyecto también tiende a fomentar la contratación laboral. No implica ello creer que el 

crecimiento ni el decrecimiento del empleo puedan ser determinados por un ordenamiento jurídico 

dado. Pero sí admitir que, en un contexto de crecimiento sostenido del producto, del consumo y de 

las exportaciones -tal como sucede actualmente- la ley puede desempeñar un rol complementario 

que, aunque modesto, resulte de utilidad para el estímulo al empleo registrado en el sector de 

pequeñas y medianas empresas. 

 

Con ese fin, el artículo 6° del proyecto otorga a las empresas que empleen hasta OCHENTA (80) 

trabajadores la  reducción de sus contribuciones por el término de DOCE (12) meses, por cada 

trabajador que ingrese hasta el 31 de 

diciembre de 2004 y siempre que produzcan un incremento en su nómina de personal Este beneficio 

queda acotado, así, a empresas de cierta envergadura, facultándose al Poder Ejecutivo a prorrogar la 

vigencia de dicho beneficio, o reducir sus topes, en función de la evolución de los índices de 

empleo. 

 



La reducción de las contribuciones a la Seguridad Social, otorgada a las empresas en el citado 

artículo del proyecto, deja a salvo el financiamiento de la misma, el que no resultará afectado por la 

aplicación de ese subsidio. Ampliando el  significado de las acciones a adoptar en materia de 

promoción del empleo, el artículo 7° del proyecto impone al GOBIERNO NACIONAL, a través del 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL la obligación de incluir en las 

políticas públicas el concepto de empleo decente, procurando articular su actuación con los 

organismos nacionales, provinciales y municipales correspondientes. 

 

En el Titulo II se legisla sobre el instituto de la "negociación colectiva", mediante preceptos que 

contienen y receptan los elementos distintivos del Derecho Colectivo del Trabajo y los principios 

propios de la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO que forman parte del acervo 

cultural de nuestro país. Este instituto da cuenta de la aptitud negociadora de los actores sociales 

mediante el ejercicio de la autonomía de la voluntad colectiva. Su importancia, no solo como fuente 

normativa no estatal sino como una de las formas más genuinas de ejercicio de la libertad sindical, 

se ve reflejada en el proyecto desde la definición de los sujetos legitimados para suscribir los 

convenios colectivos de trabajo. 

 

En efecto, los artículos 1° y 2° de la Ley Nº 14.250 (t.o.1988), conforme la reforma que se propone, 

reconocen la existencia de un sujeto empleador: individual, plurindividual o colectivo y un sujeto 

trabajador, identificado con la asociación sindical de trabajadores con personería gremial, 

representativa del colectivo laboral que se pretende regular. 

 

Por su parte, los profundos cambios producidos en el universo de las relaciones laborales, han 

requerido que el proyecto se ocupe de la representación del sector empresarial, otorgándole 

facultades a la autoridad administrativa del trabajo para resolver situaciones de conflicto de 

representación, en algunos supuestos que se identifican en el texto legal 

diseñado.  

 

En este contexto, el reconocimiento y la legitimación de la representación de los actores en la 

negociación colectiva, permite operar sin reparos a los mecanismos de extensión, que se 

manifiestan en la aplicación del convenio a 

todos los trabajadores de la actividad o categoría, así como a todos los empleadores, sin perjuicio de 

que unos y otros sean o no afiliados a las respectivas asociaciones signatarias, a partir del instituto 

de la "homologación" por parte de la autoridad de aplicación.  

En el proyecto que se eleva a la consideración del HONORABLE CONGRESO DE LA NACION 

se han limitado los requisitos exigidos para homologar un convenio colectivo de trabajo, previendo 

su denegatoria exclusivamente para el 

supuesto en que su contenido viole normas de orden público o que afecten el interés general. Al 

excluirse expresamente todo otro requisito, la norma propuesta garantiza la libertad de negociación, 

en su más amplio sentido y tal como lo prescribe el Convenio 98 de la ORGANIZACIÓN 

INTERNACIONAL DEL TRABAJO. 

 

Otro de los institutos que ha suscitado un amplio debate en la última década es, sin duda, la 

ultraactividad de los convenios colectivos de trabajo. La Ley Nº 14.250, sancionada en 1953, 



consagró la plena vigencia de un convenio 

colectivo, aún vencido, hasta que una nueva convención colectiva lo sustituyera. Ese texto fue 

modificado por la Ley Nº 23.545 al introducir la posibilidad de disponer de este instituto, cuando 

las partes así lo acordaran. Luego, normas posteriores invirtieron conceptualmente la regulación. La 

Ley Nº 25.250, cuya derogación propone el presente proyecto, 

en el artículo 8º dispuso que, de no mediar un acuerdo de partes distinto, el convenio caduca a los 

DOS (2) años de la fecha en que una de las signatarias lo hubiese denunciado, después de su 

vencimiento.  

 

El proyecto parte del principio de considerar nociva la extinción de la vigencia del ordenamiento 

convencional no sustituido por otro, excepto que las partes, en el ejercicio de la autonomía 

colectiva, acordaran su caducidad al vencimiento del mismo. Por ello restablece - con esos alcances 

- la ultraactividad de los convenios colectivos, entendiendo aportar por una parte a la certidumbre 

del ordenamiento jurídico y por otra al fortalecimiento del principio protectorio que es inherente al 

derecho del trabajo. En concordancia con este concepto, se ratifica la ultraactividad de aquellos 

convenios colectivos que revistieran dicho carácter estableciéndose un mecanismo voluntario de 

conciliación, mediación y arbitraje, a fin de facilitar a las partes signatarias la solución de los 

conflictos emergentes de esa situación, en el marco de la negociación colectiva. 

 

Con respecto al ámbito de la negociación, el proyecto que se somete a Vuestra consideración, 

enuncia los ámbitos personales y territoriales de los convenios colectivos, sin perjuicio de ratificar 

la libertad de las partes signatarias de acordar, en la medida de su representación, otros ámbitos. 

 

Este mismo criterio de supremacía de la autonomía de la voluntad colectiva sobre la norma 

heterónoma rige, asimismo, en un nuevo texto, que propone como alternativa disponible para las 

partes, mecanismos de articulación de convenios a partir de los de ámbito mayor. 

 

La facultad de articular convenios colectivos de diferente ámbito, se relaciona directamente con el 

establecimiento de reglas aplicables a los supuestos de concurrencia y sucesión de convenios. El 

proyecto regula el orden de prelación de normas, privilegiando los principios generales del derecho 

del trabajo y, en especial, "la condición más favorable para el 

trabajador", a partir de la comparación por instituciones. Han merecido especial tratamiento los 

"convenios colectivos para empresas en crisis". En efecto, la crisis que ha padecido e intenta superar 

nuestro país, ha demostrado que este instituto es necesario y resulta una herramienta útil para limitar 

los efectos perniciosos que, sobre la preservación del empleo y las condiciones de trabajo, pueden 

desencadenar determinados impactos sectoriales o particulares de las políticas económicas. Pero 

estos convenios, por su propia excepcionalidad, deben estar limitados en su duración. Con este 

propósito el artículo que se incorpora como artículo 25 de la Ley Nº 14.250 (t.o. 1988) introduce 

este concepto al 

regular "el convenio de crisis". La reforma de la Ley Nº 14.250 (t.o.1988) y su modificatoria, que se 

propone, ha requerido, necesariamente, la modificación de la Ley Nº 23.546 que regulaba el 

procedimiento de la negociación colectiva. En el Capítulo II, del Titulo II, se han adecuado los 

preceptos de la citada Ley procedimental al texto de los artículos sustituidos en la ley de 

negociación colectiva. 



 

En el Capítulo III, del citado Titulo, al ocuparse del Conflicto Colectivo de Trabajo, el proyecto 

regula la prestación de los servicios mínimos en aquellas actividades que pueden ser tipificadas 

como "servicios esenciales". En esta materia se ha respetado, tanto en la enunciación de las 

actividades consideradas como servicios esenciales, como en otros supuestos de extensión de la 

obligación de garantizar "servicios mínimos ", los criterios y principios consagrados por la 

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO, a través de sus organismos de Control del 

cumplimiento de los convenios. Cabe destacar que este enfoque ha merecido la aceptación de las 

centrales sindicales. 

 

Asimismo merece destacarse que se ha preservado especialmente el derecho de los trabajadores a la 

información a través de las asociaciones sindicales que los representan, tanto en el proceso de 

negociación como en los procedimientos preventivos de crisis y los procesos concursales, por 

constituir la información uno de los requisitos esenciales que condicionan el cumplimiento efectivo 

del "deber de negociar de buena fe", que el texto legal proyectado consagra expresamente.  Por otra 

parte el texto propuesto ha recogido la crítica generalizada de la doctrina, que advirtió con relación 

a otros textos legales que han tratado el tema, su reserva a la efectiva vigencia del "deber de buena 

fe" si la norma que lo consagraba no preveía la sanción frente a su incumplimiento.  Por este 

motivo, se estableció expresamente una acción judicial sumarísima que los actores podrán ejercer 

en el supuesto de violación de este deber por alguna de las partes.  La garantía de la información se 

fortalece en el Capítulo IV del Título II de la Ley que se somete a Vuestra consideración, al 

establecer la obligación de las empresas que ocupen a más de TRESCIENTOS (300) trabajadores, 

de 

presentar anualmente un balance social, tanto a la entidad sindical como a la autoridad 

administrativa del trabajo. 

 

Un tratamiento especial y pormenorizado ha merecido "La Inspección del Trabajo". Este proyecto, 

en el Capitulo I del Título III, ha privilegiado como objetivo fundamental la actuación del 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL, juntamente con las administraciones provinciales y la de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires, para garantizar el cumplimiento de la normativa laboral y de la 

Seguridad Social y así avanzar en el logro de un trabajo de calidad, como uno de los ejes centrales 

de las políticas laborales en curso. 

 

En este mismo sentido, el compromiso asumido para erradicar el trabajo no registrado y toda forma 

de fraude laboral, se ve reflejado en el Capítulo III, del Título III, cuando se regulan las 

Cooperativas de Trabajo y se sanciona la desvirtuación de esta figura, cuando se la utiliza para la 

intermediación en la provisión de mano de obra, cumpliendo funciones de empresas de provisión de 

servicios eventuales, de temporada o como agencias de colocación de personal. 

 

Finalmente, y como consecuencia necesaria de la derogación inicial de la Ley Nº 25.250 y de sus 

normas reglamentarias, el proyecto auspiciado coadyuva al objetivo de la pretendida seguridad 

jurídica integrando la sistemática normativa mediante la derogación expresa de las Leyes Nros. 

16.936, 17.183, 18.608, 18.692 y 20.638; de los artículos 11, 17,18,19 y 20 de la Ley N° 14.250 



(t.o. 1988); del artículo 92 de la Ley N°24.467; del inciso e), del artículo 2° del Anexo I de la Ley 

N° 25.212; de los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 de la Ley Nº 25.013; y de 

los Decretos 

N° 2184/90, N° 470/93 y N° 105/00.  

 

Solo resta destacar que -como advirtiéramos inicialmente -las particulares circunstancias en que se 

ha gestado el presente le han impuesto un alcance limitado, ante la urgente necesidad de dar por 

superado un estado de grave inseguridad jurídica y de sospecha sobre aquella norma cuya 

derogación se dispondría en primer término. Sin embargo, tal condicionamiento en modo alguno 

impide, sino tan solo posterga para el momento oportuno, el debate enriquecedor, profundo y 

amplio, que estos y otros aspectos del ordenamiento laboral argentino reclaman, el que sin duda 

tendrá lugar una vez superado el 

estado de emergencia económica y social, cuyos efectos recién comienzan a dejarse atrás. 

 

Las circunstancias apuntadas han acotado los alcances del proyecto. No obstante, sería erróneo 

deducir de ello que se trata de una iniciativa meramente dirigida a calmar un estado de sospecha e 

indignación colectiva. Muy por el contrario, aun dentro de esas limitaciones prudentemente 

autoimpuestas, se trata de un proyecto al que cabe asignar relevancia y que 

se inscribe en el marco de una política general encaminada a restablecer la posibilidad cierta del 

desarrollo económico y, simultáneamente, rescatar la capacidad nacional de autodeterminación y la 

dignidad y calidad de vida de un pueblo agredido por gestiones que se desentendieron de sus 

intereses y de sus derechos. 

 

Así aquella política general se caracteriza por la exaltación de los derechos humanos, la condena a 

la corrupción, el afianzamiento de la transparencia en las prácticas democráticas, el impulso al 

crecimiento y desarrollo de la economía mediante políticas decididamente productivistas, el 

resguardo de la dignidad nacional, el fortalecimiento del Estado en 

función de su rol indelegable de custodio y promotor del interés general, el amparo a los 

compatriotas afectados por la insatisfacción de sus necesidades básicas, el cuidado de la salud de la 

población, el rescate de la educación pública y de la investigación científica todavía postradas y un 

fuerte compromiso con el propósito superior de reconstruir una sociedad igualitaria y próspera, en 

la cual la realización individual y colectiva de sus integrantes no sea un sueño inalcanzable. 

En ese contexto se inserta este proyecto, que tampoco es ni ha querido ser neutro. Antes bien 

declara su propósito de beneficiar a los trabajadores, de facilitar el desenvolvimiento de las 

pequeñas y medianas empresas para que creen más empleo, de estimular la negociación colectiva, 

de incrementar el área de responsabilidad y participación de los actores sociales y su capacidad para 

autoregular sus actividades y sus naturales conflictos, de modernizar el sistema de relaciones 

laborales; de perseguir al fraude laboral y al empleo precario, y de garantizar en la mayor medida 

posible el cumplimiento efectivo de las normas sancionadas para la protección de los trabajadores y 

como reconocimiento a sus derechos. Constituye, pues, un aporte coherente a esa política general 

que, aunque todavía se muestra en ciernes en algunos aspectos, día a día avanza en sus logros y en 

la definición de su identidad y por ello concita el apoyo activo y esperanzado 

de la ciudadanía. 

 



Dios guarde a Vuestra Honorabilidad. 

 

MENSAJE Nº 171 

 

Néstor Kirchner.- 

Alberto A. Fernández - Carlos A. Tomada.- 

 

PROYECTO DE LEY 

 

EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS,... 

 

TITULO PRELIMINAR 

DEL ORDENAMIENTO DEL REGIMEN LABORAL 

 

ARTICULO 1°.- Derógase la Ley N° 25.250 y sus normas reglamentarias.  

 

TITULO I 

DERECHO INDIVIDUAL DEL TRABAJO  

Capítulo I 

Del Período de Prueba  

ARTICULO 2°.- Sustitúyese el artículo 92 bis de la Ley de Contrato de Trabajo N° 20.744 (t.o. 

1976) y sus modificatorias, por el siguiente:  

"ARTICULO 92 bis. - El contrato de trabajo por tiempo indeterminado, excepto el referido en el 

artículo 96, se entenderá celebrado a prueba durante los primeros TRES (3) meses de vigencia. 

Cualquiera de las partes podrá extinguir la relación durante ese lapso sin expresión de causa, sin 

derecho a indemnización con motivo de la extinción, pero con obligación de preavisar según lo 

establecido en los artículos 231 y 232. 

El período de prueba se regirá por las siguientes reglas: 

1. Un empleador no puede contratar a un mismo trabajador, más de una vez, utilizando el período 

de prueba. De hacerlo, se considerará de pleno derecho, que el empleador ha renunciado al período 

de prueba. 

2. El uso abusivo del período de prueba con el objeto de evitar la efectivización de trabajadores será 

pasible de las sanciones previstas en los regímenes sobre infracciones a las leyes de trabajo. En 

especial, se considerará abusiva la conducta del empleador que contratare sucesivamente a distintos 

trabajadores para un mismo puesto de trabajo de naturaleza permanente. 

3. El empleador debe registrar al trabajador que comienza su relación laboral por el período de 

prueba. Caso contrario, sin perjuicio de las consecuencias que se deriven de ese incumplimiento, se 

entenderá de pleno derecho que ha renunciado a dicho período. 

4. Las partes tienen los derechos y obligaciones propias de la relación laboral, con las excepciones 

que se establecen en este artículo. Tal reconocimiento respecto del trabajador incluye los derechos 

sindicales. 

5. Las partes están obligadas al pago de los aportes y contribuciones a la Seguridad Social. 

6. El trabajador tiene derecho, durante el período de prueba, a las prestaciones por accidente o 

enfermedad del trabajo,  incluidos los derechos establecidos para el caso de accidente o enfermedad 



inculpable. Queda excluida la aplicación de lo prescripto en el cuarto párrafo del artículo 212. 

7. El período de prueba, se computará como tiempo de servicio a todos los efectos laborales y de la 

Seguridad Social." 

Capítulo II 

De la Extinción del Contrato de Trabajo 

Preaviso 

ARTICULO 3°.- Sustitúyese el artículo 231 de la Ley de Contrato de Trabajo, N° 20.744 (t.o. 1976) 

y sus modificatorias, por el siguiente texto: 

"ARTICULO 231.- El contrato de trabajo no podrá ser disuelto por voluntad de una de las partes, 

sin previo aviso, o en su defecto, indemnización además de la que corresponda al trabajador por su 

antigüedad en el empleo, cuando el contrato se disuelva por voluntad del empleador.  

El preaviso, cuando las partes no lo fijen en un término mayor, deberá darse con la anticipación 

siguiente:  

a) por el trabajador, de QUINCE (15) días;  

b) por el empleador, de QUINCE (15) días cuando el trabajador se encontrare en período de prueba; 

de UN (1) mes cuando el trabajador tuviese una antigüedad en el empleo que no exceda de CINCO 

(5) años y de DOS (2) meses cuando fuere superior." 

 

ARTICULO 4°.- Sustitúyese el artículo 233 de la Ley de Contrato de Trabajo, N° 20.744 (t.o. 1976) 

y sus modificatorias, por el siguiente texto: 

"ARTICULO 233.- Los plazos del artículo 231 correrán a partir del día siguiente al de la 

notificación del preaviso. 

Cuando la extinción del contrato de trabajo dispuesta por el empleador se produzca sin preaviso y 

en fecha que no  coincida con el último día del mes, la indemnización sustitutiva debida al 

trabajador se integrará con una suma igual a los salarios por los días faltantes hasta el último día del 

mes en el que se produjera el despido. La integración del mes de despido no procederá cuando la 

extinción se produzca durante el período de prueba establecido en el artículo 92 bis."  

 

Indemnización por Despido sin Justa Causa 

 

ARTICULO 5°.- Sustitúyese el artículo 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, N° 20.744 (t.o. 1976) 

y sus modificatorias, por el siguiente: 

"ARTICULO 245.- En los casos de despido dispuesto por el empleador sin justa causa, habiendo o 

no mediado preaviso,  este deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a UN (1) mes 

de sueldo por cada año de servicio o fracción mayor de TRES (3) meses, tomando como base la 

mejor remuneración mensual, normal y habitual devengada durante el último año o durante el 

tiempo de prestación de servicios si éste fuera menor. Dicha base no podrá exceder el equivalente 

de TRES (3) veces el importe mensual de la suma que resulte del promedio de todas las 

remuneraciones previstas en el convenio colectivo de trabajo aplicable al trabajador, al momento 

del despido, por la jornada legal o convencional, excluida la antigüedad. Al MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL le corresponderá fijar y publicar el promedio 

resultante, juntamente con las escalas salariales de cada Convenio Colectivo de Trabajo. 

Para aquellos trabajadores excluidos del convenio colectivo de trabajo el tope establecido en el 

párrafo anterior será el del convenio aplicable al establecimiento donde preste servicios o al 



convenio más favorable, en el caso de que hubiera más de uno.  

Para aquellos trabajadores remunerados a comisión o con remuneraciones variables, será de 

aplicación el convenio al que pertenezcan o aquel que se aplique en la empresa o establecimiento 

donde preste servicios, si éste fuere más favorable. 

El importe de esta indemnización en ningún caso podrá ser inferior a UN (1) mes de sueldo 

calculado sobre la base del sistema establecido en el primer párrafo." 

 

Capítulo III  

Promoción del Empleo 

 

ARTICULO 6°.- La empresa que emplee hasta OCHENTA (80) trabajadores, cuya facturación 

anual no supere el importe que establezca la reglamentación y que produzca un incremento neto en 

su nómina de trabajadores, gozará de una 

reducción de sus contribuciones a la Seguridad Social por el término de DOCE (12) meses, con 

relación a cada nuevo trabajador que incorpore hasta el 31 de diciembre de 2004.  

La reducción consistirá en una exención parcial de las contribuciones al sistema de la Seguridad 

Social, equivalente a la tercera parte de las contribuciones vigentes.  

Cuando el trabajador que se contratare para ocupar el nuevo puesto de trabajo fuera un beneficiario 

o beneficiaria del Programa Jefes de Hogar, la exención parcial se elevará a la mitad de dichas 

contribuciones. 

Las condiciones que deberán cumplirse para el goce de este beneficio, así como la composición de 

la reducción, serán fijadas por la reglamentación.  

La reducción citada no podrá afectar el financiamiento de la Seguridad Social, ni los derechos 

conferidos a los trabajadores por los regímenes de la Seguridad Social, ni alterar las contribuciones 

a las obras sociales. 

El PODER EJECUTIVO NACIONAL, en base a las previsiones que efectuará el MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, adoptará los recaudos presupuestarios necesarios 

para compensar la aplicación de la reducción de que se trata. El presente beneficio regirá hasta el 31 

de diciembre de 2004, quedando facultado el PODER EJECUTIVO NACIONAL para prorrogar su 

vigencia o reducir los topes establecidos en el presente artículo, en función de la evolución de los 

índices de empleo. El cese del presente régimen de promoción no afectará su goce por parte de las 

empresas a las que se les hubiera acordado, respecto de los trabajadores incorporados durante su 

vigencia. Este beneficio no será de aplicación a los contratos regulados en el artículo 99 de la Ley 

de Contrato de Trabajo, Nº 20.744 (t.o. 1976) y sus modificatorias. 

 

ARTICULO 7°.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

promoverá la inclusión del concepto de trabajo decente en las políticas públicas nacionales, 

provinciales y municipales. A tal fin, ejecutará y  promoverá la implementación, articulada con 

otros organismos nacionales, provinciales y municipales, de acciones dirigidas a sostener y 

fomentar el empleo, reinsertar laboralmente a los trabajadores desocupados y capacitar y formar 

profesionalmente a los trabajadores. 

TITULO II 

DERECHO COLECTIVO DEL TRABAJO 

Capitulo I 



Negociación Colectiva  

ARTICULO 8°.- Sustitúyese el artículo 1° de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 1°.- Las convenciones colectivas de trabajo que se celebren entre una asociación 

profesional de empleadores, un empleador o un grupo de empleadores, y una asociación sindical de 

trabajadores con personería 

gremial, se rigen por las disposiciones de la presente ley. 

Sólo están excluidos de esta ley los trabajadores comprendidos en las Leyes N° 23.929 y N° 24.185, 

en tanto dichas normas regulan sus propios regímenes convencionales." 

 

ARTICULO 9°.- Sustitúyese el artículo 2° de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 2°.- En caso que hubiese dejado de existir la o las asociaciones de empleadores que 

hubieran acordado la anterior convención colectiva o que la existente no pudiere ser calificada de 

suficientemente representativa o que no hubiere ninguna, la autoridad de aplicación, siguiendo las 

pautas que deberán fijarse en la reglamentación, atribuirá la representación del sector empleador a 

un grupo de aquellos con relación a los cuales deberá operar la convención o tener como 

representantes de todos ellos a quien o a quienes puedan ser considerados legitimados para asumir 

el carácter de  parte en las negociaciones."  

ARTICULO 10.- Sustitúyese el artículo 3° de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por 

el siguiente: 

"ARTICULO 3°.- Las convenciones colectivas deberán celebrarse por escrito y consignarán: 

a) Lugar y fecha de su celebración.  

b) El nombre de los intervinientes y acreditación de sus personerías. 

c) Las actividades y las categorías de trabajadores a que se refieren. 

d) La zona de aplicación. 

e) El período de vigencia. 

f) Las materias objeto de la negociación." 

 

ARTICULO 11.- Sustitúyese el artículo 4º de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 4°.- Las normas originadas en las convenciones colectivas que sean homologadas por 

el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en su carácter de autoridad 

de aplicación, regirán respecto de todos los 

trabajadores de la actividad o de la categoría dentro del ámbito a que estas convenciones se refieran; 

cuando se trate de un acuerdo destinado a ser aplicado a más de un empleador, alcanzarán a todos 

los comprendidos en sus particulares ámbitos. Todo ello sin perjuicio de que los trabajadores y los 

empleadores invistan o no el carácter de afiliados a las respectivas 

asociaciones signatarias.  

Será presupuesto esencial para acceder a la homologación, que la convención no contenga cláusulas 

violatorias de normas de orden público o que afecten el interés general.   

Los convenios colectivos de trabajo de empresa o de grupo de empresas, deberán observar las 

condiciones establecidas en el párrafo precedente y serán presentados ante la autoridad de 

aplicación para su registro, publicación y depósito,  conforme a lo previsto en el artículo 5° de esta 



Ley.  

Sin perjuicio de ello, estos convenios podrán ser homologados a pedido de parte." 

 

ARTICULO 12.- Sustitúyese el artículo 5º de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 5°.- Las convenciones colectivas regirán a partir de la fecha en que se dictó el acto 

administrativo que resuelve la homologación o el registro, según el caso. 

El texto de las convenciones colectivas será publicado por el MINISTERIO DE TRABAJO, 

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, dentro de los DIEZ (10) días de registradas u homologadas, 

según corresponda.  

Vencido este término, la publicación efectuada por cualquiera de las partes en la forma que fije la 

reglamentación, surtirá los mismos efectos legales que la publicación oficial. 

El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL llevará un registro de las 

convenciones colectivas, a cuyo efecto el instrumento de las mismas quedará depositado en el 

citado MINISTERIO." 

 

ARTICULO. 13.- Sustitúyese el artículo 6º de la Ley N° 14.250 (t.o.1988) y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 6°.- Una convención colectiva de trabajo, cuyo término estuviere vencido, mantendrá 

la plena vigencia de todas sus cláusulas hasta que una nueva convención colectiva la sustituya, 

salvo que en la convención colectiva vencida se hubiese acordado lo contrario.  Las partes podrán 

establecer diferentes plazos de vigencia de las cláusulas 

convencionales". 

 

ARTICULO. 14.- Sustitúyese el artículo 13 de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por 

el siguiente: 

"ARTICULO 13.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL será la 

autoridad de aplicación de la presente ley y vigilará el cumplimiento de las convenciones 

colectivas." 

 

ARTICULO. 15.- Sustituyese el artículo 14 de la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, por 

el siguiente:  

 

"ARTICULO 14.- Los convenios colectivos de trabajo podrán prever la constitución de Comisiones 

Paritarias, integradas por un número igual de representantes de empleadores y trabajadores, cuyo 

funcionamiento y atribuciones serán las establecidas en el respectivo convenio, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo siguiente." 

 

ARTICULO. 16.- Sustitúyese el artículo 15 de la Ley N° 14.250 (t.o.1988) y su modificatoria por el 

siguiente: 

"ARTICULO 15.- Estas comisiones estarán facultadas para:  

a) Interpretar con alcance general la convención colectiva, a pedido de cualquiera de las partes o de 

la autoridad de aplicación. 

b) Intervenir en las controversias o conflictos de carácter individual o plurindividual, por la 



aplicación de normas convencionales cuando las partes del convenio colectivo de trabajo lo 

acuerden. 

c) Intervenir al suscitarse un conflicto colectivo de intereses cuando ambas partes del convenio 

colectivo de trabajo lo acuerden. 

d) Clasificar las nuevas tareas que se creen y reclasificar las que experimenten modificaciones por 

efecto de las innovaciones tecnológicas o nuevas formas de organización de la empresa. Las 

decisiones que adopte la Comisión quedarán incorporadas al Convenio Colectivo de Trabajo, como 

parte integrante del mismo."  

 

ARTICULO. 17.- Sustitúyese el artículo 16 de la ley 14.250 (t.o.1988) y su modificatoria por el 

siguiente: 

"ARTICULO 16.- Cualquiera de las partes de un convenio colectivo de trabajo, que no prevea el 

funcionamiento de las comisiones referidas en el artículo 14, podrá solicitar al MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL la constitución de una Comisión Paritaria a los 

efectos y con las atribuciones previstas en el inciso a) del artículo anterior. Dicha Comisión será 

presidida por un funcionario designado por el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y 

SEGURIDAD SOCIAL y estará integrada por un número igual de representantes de trabajadores y 

empleadores." 

 

ARTICULO 18.- Incorpóranse en la Ley N° 14.250 (t.o. 1988) y su modificatoria, con las 

identificaciones y  denominaciones que en cada caso se indica, los siguientes Capítulos: "Capítulo 

III - Ámbitos de la Negociación Colectiva"; "Capítulo IV - Articulación de los Convenios 

Colectivos";  

"Capítulo V - Convenios de Empresas en Crisis" y "Capítulo VI - Fomento de la Negociación 

Colectiva", que contendrán los artículos que en cada caso se incluyen. 

 

"Capítulo III - Ambitos de Negociación Colectiva. 

ARTICULO 21.- Los convenios colectivos tendrán los siguientes ámbitos personales y territoriales 

conforme a lo que las partes acuerden dentro de su capacidad representativa:  

- Convenio nacional, regional o de otro ámbito territorial. 

- Convenio intersectorial o marco. 

- Convenio de actividad. 

- Convenio de profesión, oficio o categoría. 

- Convenio de empresa o grupo de empresas." 

 

"ARTICULO 22.- La representación de los trabajadores en la negociación del convenio colectivo de 

empresa, estará a cargo del sindicato cuya personería gremial los comprenda y se integrará también 

con delegados del personal, en un número que no exceda la representación establecida en el artículo 

45 de la Ley N° 23.551 hasta un máximo de CUATRO (4), cualquiera sea el número de 

trabajadores comprendidos en el convenio colectivo de trabajo de que se trate." 

 

"Capítulo IV - Articulación de los Convenios Colectivos 

 

ARTICULO 23.- Los convenios colectivos de ámbito mayor podrán establecer formas de 



articulación entre unidades de negociación de ámbitos diferentes, ajustándose las partes a sus 

respectivas facultades de representación. 

Dichos convenios podrán determinar sus materias propias y hacer remisión expresa de las materias 

a negociar en los convenios de ámbito menor. 

Los convenios de ámbito menor, en caso de existir un convenio de ámbito mayor que los 

comprenda, podrán considerar: 

a) Materias delegadas por el convenio de ámbito mayor. 

b) Materias no tratadas por el de ámbito mayor. 

c) Materias propias de la organización de la empresa. 

d) Condiciones más favorables al trabajador. 

 

ARTICULO 24.- Queda establecido el siguiente orden de prelación de normas:  

a) Un convenio colectivo posterior puede modificar a un convenio colectivo anterior de igual 

ámbito. 

b) Un convenio posterior de ámbito distinto, mayor o menor, modifica al convenio anterior en tanto 

establezca condiciones más favorables para el trabajador. A tal fin, la comparación de ambos 

convenios deberá ser 

efectuada por instituciones". 

 

"Capítulo V- Convenios de Empresas en Crisis  

 

ARTICULO 25.- La exclusión de una empresa en crisis del convenio colectivo que le fuera 

aplicable, sólo podrá realizarse mediante acuerdo entre el empleador y las partes signatarias del 

convenio colectivo, en el marco del procedimiento preventivo de crisis previsto en el Título III, 

Capítulo VI de la Ley N°24.013. 

El convenio de crisis deberá instrumentarse por un lapso temporal determinado." 

 

"Capítulo VI- Fomento de la Negociación Colectiva 

 

ARTICULO 26.- Con relación a los convenios colectivos de trabajo que se encontraren vigentes por 

ultractividad, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL establecerá un 

mecanismo voluntario de mediación, 

conciliación y arbitraje, destinado a superar la falta de acuerdo entre las partes para la renovación de 

dichos convenios." 

Capítulo II 

Procedimiento de la Negociación Colectiva  

 

ARTICULO 19.- Sustitúyese el artículo 3° de la Ley N° 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"ARTICULO 3º.- Quienes reciban la comunicación del artículo anterior estarán obligados a 

responderla y a designar sus representantes en la comisión que se integre al efecto." 

 

ARTICULO 20 .- Sustitúyese el artículo 4° de la Ley N° 23.546 y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 4º.- En el plazo de QUINCE (15) días a contar desde la recepción de la notificación 



del artículo 2º de esta Ley, se constituirá la comisión negociadora con representantes sindicales, la 

que deberá integrarse respetando lo establecido en la Ley N° 25.674, y la representación de los 

empleadores. Las partes podrán concurrir a las negociaciones con asesores técnicos con voz pero 

sin voto. 

a) Las partes están obligadas a negociar de buena fe. Ello implica: 

I. Concurrir a las reuniones acordadas o fijadas por la autoridad de aplicación. 

II. Designar negociadores con mandato suficiente. 

III. Intercambiar la información necesaria a los fines del examen de las cuestiones en debate, para 

entablar una discusión fundada y obtener un acuerdo. Dicho intercambio deberá obligatoriamente 

incluir la información relativa a la distribución de los beneficios de la productividad, la situación 

actual del empleo y las previsiones sobre su futura evolución.  

IV. Realizar esfuerzos conducentes a lograr acuerdos. 

b) En la negociación colectiva entablada al nivel de la empresa el intercambio de información 

alcanzará, además, a las informaciones relativas a los siguientes temas: 

I. Situación económica de la empresa, del sector y del entorno en el que aquella se desenvuelve. 

II. Costo laboral unitario. 

III. Causales e indicadores de ausentismo. 

IV. Innovaciones tecnológicas y organizacionales previstas. 

V. Organización, duración y distribución del tiempo de trabajo. 

VI. Siniestralidad laboral y medidas de prevención. 

VII. Planes y acciones en materia de formación profesional. 

c) La obligación de negociar de buena fe en los procedimientos preventivos de crisis y respecto de 

las empresas concursadas, impone al empleador el deber de informar a los trabajadores a través de 

la representación sindical sobre las causas y circunstancias que motivaron la iniciación del 

procedimiento de crisis o la presentación en concurso. 

En el caso del procedimiento de crisis, la empresa deberá informar sobre las siguientes materias: 

I. Mantenimiento del empleo. 

II. Movilidad funcional, horaria o salarial. 

III. Innovación tecnológica y cambio organizacional. 

IV. Recalificación y formación profesional de los trabajadores. 

V. Reubicación interna o externa de trabajadores y programas de reinserción laboral. 

VI. Aportes convenidos al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones. 

VII. Programas de apoyo a la generación de microemprendimientos para los trabajadores afectados. 

En el supuesto de empresas concursadas, se deberá informar especialmente sobre las siguientes 

materias: 

I. Causas de la crisis y sus repercusiones sobre el empleo. 

II. Situación económico financiera de la empresa y del entorno en que se desenvuelve. 

III. Propuesta de acuerdo con los acreedores. 

IV. Rehabilitación de la actividad productiva. 

V. Situación de los créditos laborales. 

d) Quienes reciban información calificada de confidencial por la empresa, como consecuencia del 

cumplimiento por parte de ésta de los deberes de información, están obligados a guardar secreto 

acerca de la misma.  

e) Cuando alguna de las partes, se rehusare injustificadamente a negociar colectivamente 



vulnerando el principio de buena fe, en los términos del inciso a), la parte afectada por el 

incumplimiento podrá promover una acción judicial ante el tribunal laboral competente, mediante el 

proceso sumarísimo establecido en el artículo 498 del Código Procesal Civil y Comercial de la 

Nación, o equivalente de los Códigos Procesales Civiles provinciales. 

El tribunal dispondrá el cese inmediato del comportamiento violatorio del deber de negociar de 

buena fe y podrá, además, sancionar a la parte incumplidora con una multa de hasta un máximo 

equivalente al VEINTE POR CIENTO (20%) del total de la masa salarial del mes en que se 

produzca el hecho, correspondiente a los trabajadores comprendidos en el ámbito personal de la 

negociación. Si la parte infractora mantuviera su actitud, el importe de la sanción se incrementará 

en un DIEZ POR CIENTO (10%) por cada CINCO (5) días de mora en acatar la decisión judicial. 

En el supuesto de reincidencia el máximo previsto en el presente inciso podrá elevarse hasta el 

equivalente al CIEN POR CIENTO (100%) de esos montos. 

Sin perjuicio de ello, el juez, a petición de parte, podrá también aplicar lo dispuesto por el artículo 

666 bis del Código Civil.  

Cuando cesaren los actos que dieron origen a la acción entablada, dentro del plazo que al efecto 

establezca la decisión judicial, el monto de la sanción podrá ser reducido por el juez hasta el 

CINCUENTA POR CIENTO (50%). 

Todos los importes que así se devenguen tendrán como exclusivo destino programas de inspección 

del MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL." 

 

ARTICULO 21. - Sustitúyese el artículo 5° de la Ley N° 23.546 y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 5º. - De lo ocurrido en el transcurso de las negociaciones se labrará un acta resumida. 

Los acuerdos se adoptarán con el consentimiento de los sectores representados. 

Cuando en el seno de la representación de una de las partes no hubiere unanimidad, prevalecerá la 

posición de la mayoría de sus integrantes."  

 

ARTICULO 22. - Sustitúyese el artículo 6º de la Ley N° 23.546 y su modificatoria, por el siguiente: 

"ARTICULO 6º. - Las convenciones colectivas de trabajo son homologadas por el MINISTERIO 

DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, en su carácter de autoridad de aplicación. 

La homologación deberá producirse dentro de un plazo no mayor de TREINTA (30) días de 

recibida la solicitud, siempre que la convención reúna todos los requisitos establecidos a tal efecto. 

Transcurrido dicho plazo se la considerará tácitamente homologada." 

 

ARTICULO 23. - Sustitúyese el artículo 7° de la Ley N° 23.546 y su modificatoria, por el 

siguiente: 

"ARTICULO 7º. - En los diferendos que se susciten en el curso de las negociaciones se aplicará la 

Ley N° 14.786. Sin perjuicio de ello las partes podrán, de común acuerdo, someterse a la 

intervención de un servicio de mediación, conciliación y arbitraje que funcionará en el ámbito del 

MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL. 

La reglamentación determinará sus funciones así como su organización y normas de procedimiento, 

preservando su autonomía." 

 

Capitulo III 



Conflictos Colectivos de Trabajo 

 

ARTICULO 24.- Cuando por un conflicto de trabajo alguna de las partes decidiera la adopción de 

medidas legítimas de acción directa que involucren actividades que puedan ser consideradas 

servicios esenciales, deberá garantizar la prestación de servicios mínimos para evitar su 

interrupción. 

Se consideran esenciales los servicios sanitarios y hospitalarios, la producción y distribución de 

agua potable, energía eléctrica y gas y el control del tráfico aéreo. 

Una actividad no comprendida en el párrafo anterior podrá ser calificada excepcionalmente como 

servicio esencial, por una comisión independiente integrada según establezca la reglamentación, 

previa apertura del procedimiento de conciliación previsto en la legislación, en los siguientes 

supuestos: 

a) Cuando por la duración y extensión territorial de la interrupción de la actividad, la ejecución de la 

medida pudiere poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de toda o parte de la población. 

b) Cuando se tratare de un servicio público de importancia trascendental, conforme los criterios de 

los organismos de control de la Organización Internacional del Trabajo. 

El PODER EJECUTIVO NACIONAL con la intervención del MINISTERIO DE TRABAJO, 

EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y previa consulta a las organizaciones de empleadores y de 

trabajadores, dictará la reglamentación del presente artículo dentro del plazo de NOVENTA (90) 

días, conforme los principios de la Organización Internacional del Trabajo."  

Capitulo IV 

Balance Social 

ARTICULO 25.- Las empresas que ocupen a más de TRESCIENTOS (300) trabajadores deberán 

elaborar, anualmente, un balance social que recoja información sistematizada relativa a condiciones 

de trabajo y empleo, costo laboral y prestaciones sociales a cargo de la empresa. Este documento 

será girado por la empresa al sindicato con personería gremial, signatario de la convención colectiva 

de trabajo que le sea aplicable, dentro de los TREINTA (30) días de elaborado. Una copia del 

balance será depositada en el MINISTERIO DE TRABAJO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 

la que será considerada estrictamente confidencial. Las empresas que empleen trabajadores 

distribuidos en varios establecimientos, deberán elaborar un balance social único, si la convención 

colectiva aplicable fuese de actividad o se aplicare un único convenio colectivo de empresa. Para el 

caso de que la misma empresa sea suscriptora de más de un convenio colectivo de trabajo, deberá 

elaborar un balance social en cada caso, cualquiera sea el número de trabajadores comprendidos. 

 

ARTICULO 26.- El balance social incluirá la información que seguidamente se indica, la que podrá 

ser ampliada por la reglamentación tomando en cuenta, entre otras consideraciones, las actividades 

de que se trate:  

a) Balance general anual, cuenta de ganancias y pérdidas, notas complementarias, cuadros anexos y 

memoria del ejercicio. 

b) Estado y evolución económica y financiera de la empresa y del mercado en que actúa.  

c) Incidencia del costo laboral. 

d) Evolución de la masa salarial promedio. Su distribución según niveles y categorías. 

e) Evolución de la dotación del personal y distribución del tiempo de trabajo. 

f) Rotación del personal por edad y sexo. 



g) Capacitación. 

h) Personal efectivizado. 

i) Régimen de pasantías y prácticas rentadas. 

j) Estadísticas sobre accidentes de trabajo y enfermedades inculpables. 

k) Tercerizaciones y subcontrataciones efectuadas. 

l) Programas de innovación tecnológica y organizacional que impacten sobre la plantilla de personal 

o puedan involucrar modificación de condiciones de trabajo. 

 

ARTICULO 27.- El primer balance social de cada empresa o establecimiento corresponderá al año 

siguiente al que se registre la cantidad mínima de trabajadores legalmente exigida.  

TITULO III 

ADMINISTRACION DEL TRABAJO 

Capitulo I 

Inspección del Trabajo 

ARTICULO 28.- Créase el Sistema Integral de Inspección del Trabajo y de la Seguridad Social 

(SIDITYSS), destinado al control y fiscalización del cumplimiento de las normas del trabajo y de la 

seguridad social en todo el territorio nacional, a fin de garantizar los derechos de los trabajadores 

previstos en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, y en los 

Convenios Internacionales ratificados por la República Argentina, eliminar el empleo no registrado 

y las demás distorsiones que el incumplimiento de la normativa laboral y de la seguridad social 

provoquen. 

Integrarán el sistema la autoridad administrativa del trabajo y de la seguridad social nacional y las 

autoridades  provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que actuarán bajo los 

principios de corresponsabilidad, coparticipación, cooperación y coordinación, para garantizar su 

funcionamiento eficaz y homogéneo en todo el territorio 

nacional. 

A tal efecto se celebrarán convenios y ejecutaran acciones con las provincias y la Ciudad Autónoma 

de Buenos Aires, para alcanzar los fines y objetivos descriptos en los párrafos precedentes. 

Invítase a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a dictar normas similares a las 

del presente capítulo en sus respectivas jurisdicciones. 

 

ARTICULO 29.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL será la 

autoridad de aplicación del Sistema Integral de Inspección del Trabajo y de la Seguridad Social en 

todo el territorio nacional. En tal carácter, le 

corresponde: 

a) Velar para que los distintos servicios del sistema cumplan con las normas que los regulan y, en 

especial, con las exigencias de los Convenios 81 y 129 de la Organización Internacional del 

Trabajo. 

b) Coordinar la actuación de todos los servicios, formulando recomendaciones y elaborando planes 

de mejoramiento. 

 

c) Ejercer las demás funciones que a la autoridad central asignan los convenios 81 y 129 de la 

Organización Internacional del Trabajo, sus recomendaciones complementarias y aquellas otras que 

contribuyan al mejor desempeño de los servicios. 



d) Actuar, mediante acciones de inspección complementarias, en aquellas jurisdicciones donde se 

registre un elevado índice de incumplimiento a la normativa laboral y de la seguridad social, 

informando al servicio local. 

e) Recabar y promover especialmente con miras a la detección del trabajo no registrado, la 

participación coordinada y la colaboración de las entidades representativas de los trabajadores y los 

empleadores. 

 

ARTICULO 30.- Cuando un servicio local de inspección del trabajo no cumpla con las exigencias 

de los Convenios 81 y 129 de la Organización Internacional del Trabajo o con las que se deriven de 

este capítulo, el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL previa 

intervención del Consejo Federal del Trabajo, ejercerá las correspondientes facultades. 

 

ARTICULO 31.- Los servicios de inspección comprendidos en el Sistema Integral de Inspección 

del Trabajo y de la Seguridad Social (SIDITYSS) deberán contar con los recursos adecuados para la 

real y efectiva prestación del servicio y llevarán un Registro de Inspección, Infracciones y 

Sanciones.  

Deberán informar a las organizaciones empresariales y sindicales acerca de las actividades 

realizadas y de los resultados alcanzados. Los representantes sindicales de los trabajadores tendrán 

derecho a acompañar al inspector durante la inspección y a ser informados de sus resultados. 

 

ARTICULO 32.- Los inspectores actuarán de oficio o por denuncia, recogerán en actas el resultado 

de sus actuaciones y, en su caso, iniciarán el procedimiento para la aplicación de sanciones.   

En el ejercicio de sus funciones y dentro de su jurisdicción, los inspectores están facultados para: 

a) Entrar en los lugares sujetos a inspección, sin necesidad de notificación previa ni de orden 

judicial de allanamiento. 

b) Requerir la información y realizar las diligencias probatorias que consideren necesarias, incluida 

la identificación de las personas que se encuentren en el lugar de trabajo inspeccionado. 

c) Solicitar los documentos y datos que estimen necesarios para el ejercicio de sus funciones, 

intimar el cumplimiento de las normas y hacer comparecer a los responsables de su cumplimiento. 

d) Clausurar los lugares de trabajo en los supuestos legalmente previstos y ordenar la suspensión 

inmediata de tareas que -a juicio de la autoridad de aplicación- impliquen un riesgo grave e 

inminente para la salud y la seguridad de los rabajadores. 

En todos los casos los inspectores labrarán un acta circunstanciada del procedimiento que firmarán 

junto al o los sujetos responsables. Los responsables del cumplimiento de la normativa del trabajo y 

la seguridad social, están obligados a colaborar con el inspector, así como a facilitarle la 

información y documentación necesarias para el desarrollo de sus 

competencias. 

La fuerza pública deberá prestar el auxilio que requiera el inspector en ejercicio de sus funciones. 

 

ARTICULO 33.- Comprobada la infracción a las normas laborales que impliquen, de alguna forma, 

una evasión tributaria o a la Seguridad Social, el hecho deberá ser denunciado formalmente a la 

Administración Federal de Ingresos Públicos y/o a los otros organismos de control fiscal. Ello sin 

perjuicio, en el caso que corresponda, de la notificación fehaciente a las autoridades de control 

migratorio a los fines de la aplicación de la Ley N° 25.871. 



ARTICULO 34.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL deberá 

destinar la totalidad de los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones pecuniarias a la 

infracción de la normativa laboral, sea por imperio de la Ley N° 25.212 o del artículo 37 de la 

presente, al fortalecimiento del servicio de la inspección del trabajo. 

 

ARTICULO 35.- Sin perjuicio de las facultades propias en materia de inspección del trabajo de los 

Gobiernos Provinciales y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el MINISTERIO DE 

TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL realizará en todo el territorio nacional acciones de 

fiscalización sobre el trabajo infantil. 

Las actuaciones labradas por dicho Ministerio en las que se verifiquen incumplimientos, deberán ser 

remitidas a las administraciones locales respectivas, las que continuarán con el procedimiento para 

la aplicación de las sanciones correspondientes. 

 

ARTICULO 36.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

procederá, sin perjuicio de las facultades concurrentes de la Administración Federal de Ingresos 

Públicos, a verificar y fiscalizar en todo el territorio nacional, el cumplimiento por parte de los 

empleadores de la obligación de declarar e ingresar los aportes y contribuciones sobre la nómina 

salarial, que integran el Sistema Unico de la Seguridad Social, a cargo de la Administración 

Nacional de la Seguridad Social, conforme a las normas reglamentarias vigentes en la materia. 

 

ARTICULO 37.- Cuando el MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL, 

en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo anterior, verifique infracciones de los 

empleadores a las obligaciones de la seguridad social aplicará las penalidades correspondientes, 

utilizando la tipificación, procedimiento y régimen sancionatorio que, a tal efecto, aplica la 

Administración Federal de Ingresos Públicos. Posteriormente, remitirá las actuaciones a la 

Administración Federal de Ingresos Públicos para la determinación, notificación, percepción y, en 

su caso, ejecución de la 

deuda, en el marco de su competencia.  

 

ARTICULO 38.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL y la 

Administración Federal de Ingresos Públicos, dictarán las normas complementarias y aprobarán los 

modelos de instrumentos actuariales necesarios para su implementación, dentro del plazo de 

SESENTA (60) días de la entrada en vigencia de la presente ley. 

Capítulo II 

Simplificación Registral 

 

ARTÍCULO 39.- El MINISTERIO DE TRABAJO, EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 

establecerá el organismo encargado y los procedimientos destinados a la simplificación y 

unificación en materia de inscripción laboral y de la 

Seguridad Social, con el objeto de que la registración de empleadores y trabajadores se cumpla en 

un sólo acto y a través de un único trámite. 

El PODER EJECUTIVO NACIONAL dictará las normas para la reglamentación e instrumentación 

de lo dispuesto en el presente artículo. 

Capítulo III 



Cooperativas de Trabajo 

ARTICULO 40.- Los servicios de inspección del trabajo están habilitados para ejercer el contralor 

de las cooperativas de trabajo a los efectos de verificar el cumplimiento de las normas laborales y 

de la seguridad social en relación con los trabajadores dependientes a su servicio así como a los 

socios de ella que se desempeñaren en fraude a la ley laboral. 

Estos últimos serán considerados trabajadores dependientes de la empresa usuaria para la cual 

presten servicios, a los efectos de la aplicación de la legislación laboral y de la seguridad social.  

Si durante esas inspecciones se comprobare que se ha incurrido en una desnaturalización de la 

figura cooperativa con el propósito de sustraerse, total o parcialmente, a la aplicación de la 

legislación del trabajo denunciarán, sin perjuicio del ejercicio de su facultad de constatar las 

infracciones a las normas laborales y proceder a su juzgamiento y sanción,  

esa circunstancia a la autoridad específica de fiscalización pública a los  efectos del artículo 101 y 

concordantes de la Ley N° 20.337. 

Las cooperativas de trabajo no podrán actuar como empresas de provisión de servicios eventuales, 

ni de temporada, ni de cualquier otro modo brindar servicios propios de las agencias de colocación. 

TITULO IV 

DISPOSICIONES FINALES 

ARTICULO 41.- Derógase la Ley N° 17.183, los artículos 17 y 19 de la Ley N° 14.250 t.o. 1988; el 

artículo 92 de la Ley N° 24.467, los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 10, 11 y 13 de la Ley N° 25.013 y el 

Decreto N° 105/00. 

 

ARTICULO 42.- Ratifícase la derogación de las Leyes N° 16.936, N° 18.608, N° 18.692 y N° 

20.638; los artículos 11, 18 y 20 de la Ley N° 14.250 t.o. 1988; los artículos 12, 14, 15 y 16 de la 

Ley N° 25.013, el inciso e) del artículo 2° del Anexo I de la Ley N° 25.212 y los Decretos N° 

2184/90 y N° 470/93. 

 

ARTICULO 43.- Lo establecido por el artículo 2° de la presente Ley será de aplicación a todas las 

relaciones laborales iniciadas a partir de su entrada en vigencia. 

 

ARTICULO 44.- Hasta tanto el PODER EJECUTIVO NACIONAL dicte la reglamentación 

prevista por el artículo 24 de la presente ley, continuará transitoriamente en vigencia el Decreto N° 

843/00. 

 

ARTICULO 45.- Todos los plazos previstos en la presente ley, excepto los establecidos en el Título 

I, se computarán en días hábiles administrativos. 

 

ARTICULO 46.- Comuníquese al PODER EJECUTIVO NACIONAL.- 

 

Néstor Kirchner.- 

Alberto A. Fernández - Carlos A. Tomada.- 

 

 

 


